PROYECTO DE LEY
 
EL SENADO Y CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN  CON FUERZA DE

L  E  Y

Artículo 1°. Modificase los artículos 338 y 342 de la Ley 11.922 y Modificatorias – Código Procesal Penal de la Provincia – los que quedarán redactados de la siguiente forma:

“Artículo 338. Integración del Tribunal. Citación a juicio. Recibida la causa e integrado el Tribunal conforme las disposiciones legales comienza la etapa del juicio. Se notificará inmediatamente la constitución del Tribunal a todas las partes, las que en el mismo acto serán citadas a juicio por el plazo individual de diez (10) días, a fin de que interpongan las recusaciones que estimen pertinentes y ofrezcan las pruebas que pretendan utilizar en el debate, con excepción de la partes civiles.

En la misma oportunidad, las partes deberán manifestar expresamente si consideran necesario realizar una audiencia preliminar.
Consentida o establecida con carácter firme la integración del Tribunal,  si alguna de las partes lo hubiese solicitado, se fijará la audiencia en el plazo más breve posible, la que será realizada ante el Tribunal en pleno.
En el curso de esta audiencia se tratará lo referido a:
1.- Las pruebas que las partes utilizarán en el debate y el tiempo probable que durara el mismo. 

2.- La validez constitucional de los actos de la Investigación Penal 
Preparatoria que deban ser utilizados en el debate y las nulidades 
que pudieren existir, siempre que tales cuestiones no hubieren sido planteadas y resueltas en dicha etapa investigativa.

3.- Las excepciones que no se hubiesen planteado con anterioridad o fueren sobrevinientes. 
4.- La unión o separación de juicios.

5.- Las diligencias a realizar en caso de que sea necesaria una instrucción 
suplementaria, estableciendo su objeto y tiempo de duración.
Si se estableciere en cualquier etapa del proceso que el fiscal ha ocultado prueba favorable a la defensa, ello traerá aparejado la nulidad de lo actuado.

El ocultamiento de prueba a la defensa constituye falta grave para el Ministerio Público.

El Tribunal podrá sugerir la prescindencia de aquella prueba que aparezca como manifiestamente impertinente, superabundante o superflua, a cuyo fin podrá convocar a las partes a la audiencia aún sin petición expresa de éstas, si lo considerare necesario.

Las partes podrán manifestar sobre el grado de cobertura periodística que tendrá el debate.  
El Tribunal dictará resolución  sobre las cuestiones pertinentes, dentro del término de cinco (5) días de ofrecida la prueba o de recibida la audiencia, según sea el caso.

Salvo las resoluciones que impidan la prosecución de la causa, las cuales podrán ser apeladas ante la Cámara de Garantías, no habrá recurso alguno contra lo dispuesto en esta etapa y la parte agraviada podrá formular protesta, la que equivaldrá a la reserva de los recursos de casación y extraordinarios que pudieren deducirse contra la sentencia definitiva.

Si la protesta no fuere efectuada dentro de los tres (3) días de la notificación, la parte afectada perderá el derecho al recurso.”
“Artículo 342.- Oralidad y publicidad. El debate será oral y público, bajo sanción de nulidad; pero el Tribunal podrá resolver que total o parcialmente se realice a puertas cerradas, cuando la publicidad pudiere afectar el normal desarrollo del juicio, afecte la moral, el derecho a la intimidad de la víctima o testigo, o por razones de seguridad.


Asimismo podrá también disponerlo en el caso que sea necesario proteger la seguridad de cualquiera de los intervinientes para preservarlos de la intimidación y represalias, sobre todo si se trata de una investigación referida a actos de delincuencia organizada.


En caso de duda deberá estarse siempre por la publicidad del debate.


La prensa no podrá ser excluida de la sala de audiencias, salvo el supuesto contemplado en el primer párrafo de este artículo. El tribunal cuando las características del debate lo aconsejen adoptará las medios y recursos necesarios que permitan una integral cobertura periodística.

La resolución deberá fundarse, se hará constar en el acta y será inimpugnable.


Desaparecido el motivo de la resolución, se permitirá el acceso del público”
Articulo 2:   Comuníquese al Poder Ejecutivo.                                               
F  U  N  D  A  M  E  N  T  O  S

El logro de un equilibrio entre derechos fundamentales de igual jerarquía y amparados por nuestro ordenamiento constitucional es el objetivo de este Proyecto de Ley. Los mencionados derechos son los de publicidad e información por un lado y los de intimidad y honor de las personas por otro.Este planteamiento fue efectuado en trabajos de tesis presentados en la Facultad de Periodismo de la Universidad Nacional de La Plata, de cuya lectura surgieron las inquietudes para proponer esta iniciativa.
 
A menudo se suceden juicios de gran trascendencia pública que merecen la atención de un sinnúmero de medios y periodistas. Con mucha frecuencia surgen inconvenientes sobre la posibilidad y modalidad de difusión de los procesos orales. 

 
La relación entre jueces y periodistas suele estar signada por la necesidad de compatibilizar el debido proceso que debe preservarse en un juicio oral y público y el derecho a la información que reclama el periodismo para ejercer su trabajo, en el marco de la libertad de prensa.

 
Hay una variada gama de antecedentes tanto a nivel internacional como constitucional que incluyen como una garantía fundamental el derecho a la información o a la comunicación. 

 
Brevemente, es importante citar el artículo 19 de la declaración Universal de Derechos del Hombre y del Ciudadano de la ONU que señala que "todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, así como el de difundirlas sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión".

La norma recogía el antecedente de la resolución 59 (I) del 14 de diciembre de 1946, en la que la ONU dice: "la libertad de información es un derecho fundamental del hombre, y piedra de toque de todas las libertades a cuya defensa se consagran las Naciones Unidas... La libertad de información implica el derecho a recoger, transmitir y publicar noticias sin trabas en todos los lugares... (y) constituye un elemento esencial de todo esfuerzo serio para favorecer la paz y el progreso en el mundo".

El valor del derecho a la información fue reconocido por posteriores pactos internacionales, destacando por caso el pacto de San José de Costa Rica, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, entre tantos otros que fueron incorporados a nuestra Constitución Nacional y que están expresamente mencionados en el inciso 22 del artículo 75. 

El artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos reza textualmente en su segundo inciso que "toda persona tiene el derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.".

Las referencias al derecho a la información en el Pacto de San José de Costa Rica parecen una reproducción casi textual, sobre todo en el epígrafe titulado "libertad de pensamiento y de expresión" del artículo 13, se establece: "1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 2 El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a censura previa, sino a responsabilidades ulteriores..." .

 
Cabe resaltar que estos tratados aprobados con la reforma de 1994 tienen jerarquía constitucional, agregando que se da un doble reconocimiento del derecho a la información. El inciso 22 del artículo 75 lo reconoce implícitamente, y se suma a lo expresado en el artículo 14 de la Carta Magna nacional que remite al derecho a "enseñar y aprender" en el cual, más de un analista de la comunicación incluye el de "informar y ser informado" . Pero además también establece expresamente el derecho de todo argentino de "publicar sus ideas por la prensa sin censura previa". 

A diferencia de la Carta Magna nacional, la Constitución Bonaerense establece no ya implícitamente, sino textualmente en el inciso 4 del artículo 12 que los habitantes de esa provincia tienen garantizado "el derecho a la información y a la comunicación".

Pero la Carta Magna provincial agrega algo más en su artículo 13, cuando señala que " La libertad de expresar pensamientos y opiniones por cualquier medio, es un derecho asegurado a los habitantes de la Provincia". 

El límite a la prensa se puede encontrar en escala descendente desde el nivel supranacional hasta la norma local, así el pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, reconocido por nuestra Constitución Nacional en su artículo 75. 

El artículo 14 de ese pacto - que data de 1966 y fue ratificado por nuestro país en 1986- advierte en su inciso 1 que "la prensa y el público podrán ser excluidas de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las Partes o, en las medidas estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia...".

El pacto agrega más al respecto y esto se contempla en el inciso 3 del artículo 19 cuando alude a que el derecho citado "...puede estar sujeto a ciertas restricciones" que deberán, sin embargo estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para: a) asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás; b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral pública".

 
El artículo 14 de la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica señala en el inciso 2 que el ejercicio del derecho de información "no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deberán estar expresamente fijadas por ley y ser necesarias para asegurar : a) el respeto a los derechos a la reputación de los demás, o b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral pública".

Respecto a la interpretación de los derechos a informar y a la intimidad, el fallo de nuestro más alto tribunal nacional en la causa "Ponzetti de Balbín c/ Editorial Atlántida s/ Daños y Perjuicios", resulta emblemático dado que establece claramente el límite entre el derecho a informar y a la intimidad.

Para la Corte Suprema de Justicia de la Nación casos como el analizado -en el cual la revista de Editorial Atlántida, Gente publicó la foto del dirigente radical Ricardo Balbín en cama, en terapia intensiva de un hospital platense- permiten concluir en que la libertad de prensa no es absoluta y cede ante el derecho a la intimidad que tiene igual rango.

En ese sentido, el Máximo Tribunal de la Nación señaló que en ese caso "no se encuentra en juego el derecho de publicar las ideas sin censura previa (art. 14 de la Constitución Nacional) sino los límites jurídicos del derecho a la información, en relación directa con el derecho a la privacidad e intimidad...".

El fallo, conocido en diciembre de 1984, estableció que el derecho a la información de los medios ... no es absoluto en cuanto a las responsabilidades que el legislador puede determinar a raíz de los abusos producidos mediante su ejercicio, sea por la comisión de delitos penales o de actos civiles.

"El principio de la libertad de pensamiento y de la prensa, excluye el poder restrictivo de la censura previa, pero en manera alguna exime de responsabilidad al abuso y al delito en que se incurra por este medio" añade la sentencia, que también alude en más de una ocasión al artículo 1071 del Código Civil que obliga a resarcir daños cometidos contra la intimidad.

Si aún quedaron dudas sobre lo concluyente del fallo en cuanto a la limitación de los dos derechos mencionados, vale una tercer cita textual del mismo: "la protección del ámbito de intimidad de las personas, tutelado por la legislación común, no afecta la libertad de expresión garantizada por la Constitución, ni cede ante la preeminencia de esta; máxime cuando el art. 1071 del Código Civil es consecuencia de otro derecho inscripto en la propia constitución, también fundamental para la existencia de una sociedad libre, el derecho a la privacidad, consagrado en el art. 19 de la Carta Magna...".

Y tan asegurada está la equiparación de estos dos derechos que la sentencia misma especula con que "si la protección del ámbito de la intimidad no tuviera otro rango que el de un respetable interés de los particulares dotado de tutela por la legislación común, podría, entonces, llegar a asistir razón al apelante, que funda su derecho en la preeminencia de la libertad de expresión". Pero también explica la Corte que existe "... otro derecho inscripto en la propia Constitución, también fundamental para la existencia de una sociedad libre, o sea, el derecho a la privacidad". 

Vale destacar que esta equiparación entre derecho a la información y el de intimidad fue hecho con mucha antelación a que se incorporaran a la constitución los pactos de derechos civiles y de San José de Costa Rica que establecen expresamente aquella concepción.

Por otra parte la causa señalada no deja de reconocer al artículo 1071 del Código Civil como elemento de defensa legal del individuo frente a los daños cometidos por los excesos de la prensa, el cual establece que quien arbitrariamente se entrometa en la vida ajena, y publique retratos, difunda correspondencia, mortifique a otros en sus costumbres o sentimientos o perturbe de cualquier modo su intimidad, y el hecho no sea un delito penal, será obligado a cesar en tales actividades si antes no lo hubiere hecho, y a pagar una indemnización que fijará equitativamente el juez. Además, el perjudicado podrá solicitar la publicación de la sentencia judicial si ello fuera procedente para la reparación del daño causado.

En nuestra constitución provincial no hay un límite expreso. Si bien se garantiza en el artículo 12 el derecho a la información y a la comunicación, en el art. 10 se señala que "Todos los habitantes de la Provincia son, por su naturaleza, libres e independientes y tienen derecho perfecto de defender y de ser protegidos en su (...) reputación" y que "...nadie puede ser privado de estos goces sino por vía de penalidad" con lo cual habría un límite implícito para que la prensa pueda no informar si se denigra la imagen de una persona.

Pero donde está expresamente establecido ese límite es en el código procesal penal bonaerense, con vigencia desde fines de agosto de 1998 y que justamente establece los límites de difusión en un juicio oral. 

Específicamente el artículo 342 del código procesal penal bonaerense que trae consigo muchas novedades, entre ellas el hecho no hacer distingos entre los conceptos de "publicidad" y "difusión" en el juicio. Un juicio es público más allá de la sala de audiencias.

Asimismo, establece la defensa de la intimidad, la moral y el orden público para limitar esa publicidad, tanto para el público presente en la sala como para los medios.

El Dr. Julio B. Maier experto penalista y asesor en la redacción de leyes y códigos que hoy están vigentes afirma que "ni la jurisprudencia constitucional ni la doctrina jurídica argentina han afirmado alguna vez, como principio emanado de nuestra Constitución Nacional, la necesidad de que el juicio o procedimiento, que brinda el fundamento para la sentencia penal, deba ser público". Pero el mismo autor aclara que " se advirtió, sin extraer todas las consecuencias necesarias, que la publicidad emanaba de las formas republicanas de gobierno", y que "se trabajó y luchó por establecer el juicio público y oral, con conocimiento cabal de todos los principios de actuación que él implica. Hasta quienes lo negaron se vieron presionados, en los hechos, a reconocer la publicidad de las audiencias como una exigencia." 

Lo cierto es que la oralidad y la publicidad en los juicios ya estaban presentes en 1939 con la adopción del Código Procesal Penal de Sebastián Soler y Alfredo Vélez Mariconde, en la provincia de Córdoba. 

En esa Provincia rige un proceso penal que se ha dictado como atribución que le compete por la distribución de competencias establecida en el sistema federal vigente. Ese código fue destacado como pionero al poder desarrollarse en 1940 el juicio oral y público.

La universalidad de esos principios se impuso en el país con el nuevo Código Procesal Penal Nacional a través de la ley 23894 del año 1991 y, más recientemente, en 1998, en la provincia de Buenos Aires.

En territorio bonaerense, mientras que el anterior sistema inquisitivo dejaba lugar a dudas el tema de la publicidad de los juicios, en el nuevo sistema acusatorio prevé que ese principio se extienda, virtualmente, a la totalidad de las causas. 


Entre las ventajas de implementar las reformas que se proponen es una facultad de los miembros de una comunidad para controlar las decisiones que afectan directa o indirectamente a las personas gobernadas.

Constituye una garantía para el imputado en el juicio penal, respecto de que se cumplan todos los requisitos de un juicio justo y sirve para dejar en evidencia las posibles irregularidades. Tiene a su vez una característica preventiva en el sentido de que si hay culpabilidad y hay condena la sentencia torna más fuerte "el efecto intimidatorio". 

La presencia de medios limita al máximo la posibilidad de mendacidad, dada la fuerza ejercida no ya por los presentes en una sala de audiencias sino por las luces de la televisión. 


En lo que respecta al proyecto en particular se propone incorporar a los artículos 338 y 342 dos párrafos que reafirman los principios que venimos anunciando.

 
El primer agregado se hace en el artículo 338 del Código Procesal Penal bonaerense, en el cual jueces y partes hacen todos los planteos previos a la audiencia de debate oral – etapa plenaria -. En esa oportunidad podrán hacerlo también respecto al grado de cobertura periodística que se llevara a cabo en el debate. 


Cabe señalar que, en esa audiencia preliminar se incluyen todos los temas atinentes a la modalidad de prueba a recibir por el tribunal. No siempre se habla de la difusión de esa prueba, sobre todo la testimonial. Es más. De hecho, se aceptó que en algunos casos analizados esa audiencia fue utilizada para debatir sobre la modalidad de difusión, situación que resalta esa instancia procesal.


Se supone que los magistrados no van detrás de los acontecimientos, sino que son visionarios que se adelanta a eventuales problemas. En ese sentido, la opinión de las partes en la audiencia previa del artículo 338 aporta no solamente las inquietudes, sino que alertaría sobre posibles pedidos de nulidad relacionados con la difusión (Ej. : prohibición de invadir intimidad del imputado por determinado testimonio entre otros planteos).


Asimismo y con el fin de dotar a los tribunales orales de herramientas legales para que organicen las cuestiones atinentes a la cobertura mediatica de los casos que se ventilarán en sus salas, se brinda a los mismos los elementos para que puedan llevar adelante el debate y permitir al periodismo informar sobre lo sucedido en cada jornada, así se agrega al artículo 342 del código de procedimiento penal un breve párrafo para los casos de mayor difusión mediatica y social mediante el cual podrán fijar previamente con los medios acreditados para la cobertura las reglas a seguir, como será dada a conocer la prueba y asimismo que testimonios no serán dados a conocer por dañar derechos personales, etc. Así de esta manera se lograra un consenso entre jueces y periodistas con equilibrio entre el derecho a la información y el debido proceso

 
Desde ya que para llegar a una situación de este tipo, que sería la ideal para la sociedad en su conjunto –y que raramente se ha dado en la práctica-, se requiere que ambas partes comprendan, valoren y acepten los roles y fines de la otra. Los jueces han de contemplar en sus decisiones el objetivo que persiguen los periodistas que van a realizar su cobertura. Al mismo tiempo, los periodistas deben conocer y respetar los derechos y deberes que se ponen en juego durante un juicio oral.

 
En este marco de reciprocidad, los jueces han de tomar decisiones con amplitud para dejar actuar al periodismo en tanto no altere el debido proceso y la buena marcha del debate. Con esa condición previa, ha de adaptarse a las necesidades del periodismo, tratando de despojarse de formalismos o ritualismo excesivos.

 
Por otra parte, los periodistas deben actuar con respeto y responsabilidad hacia el debido proceso. Es decir, desarrollar su labor informativa, pero observando también como prioritario el objetivo de no intromisión en los derechos personalísimos del imputado, víctima o testigos, además de no alterar la buena marcha del debate. 

 
Ambas partes pueden delimitar previamente, en un diálogo consensuado, en qué medida el desarrollo de ambas actividades no entrará en contradicción. Además del consenso previo, es necesaria la cooperación mutua durante todo el proceso. 

 
Ejemplos de la mencionada coexistencia, existen en nuestra provincia varios antecedentes o casos testigos en los cuales existieron en algunos con mayor o menor grado interacción entre el periodismo y los magistrados al momento de realizar la cobertura con el caso "Barreda", cuando, en procura de mejorar y ordenar la cobertura periodística, los magistrados asignaron a los periodistas un "status" de interlocutor que no tenían formalmente- Así, pudieron dialogar y consensuar en un "taller previo" las pautas de difusión. En el diálogo, por demás informal, primó la horizontalidad por sobre todo grado de visión subestimadora de la prensa. Esto habla a las claras del alejamiento del protocolo. 

En el caso "Bru" también se registro parcialmente el alejamiento de las normas protocolares, aunque con menor dimensión. Fue cuando el camarista Soria decidió adelantar verbal y personalmente al periodismo los términos de la resolución acerca de cómo se iba a desarrollar esa cobertura, aunque con unidireccionalidad y sin aceptar cuestionamientos. También ese alejamiento se observó en oportunidad de establecer pautas para la cobertura de una diligencia judicial de reconocimiento en el exterior de la sala de audiencias. La informalidad o ausencia del cumplimiento de normas protocolares se registro tanto en el caso "Cabezas" como en el caso del penal de “Sierra Chica", aunque en este ultimo hay algunas observaciones.

 
Como decíamos precedentemente los magistrados no viven aislados del mundo que los rodea, si bien su tarea específica puede llegar, por un momento, a abstraerlos de esa realidad. Pero su relación con el entorno social y, sobretodo, su percepción y sentido común, le indican cuando un caso es trascendente y merecerá la atención de los medios.

Organizar, entonces, la cobertura periodística -para algunos una tarea indeseada, pero obligada e ineludible- con demasiada antelación al debate se torna necesario para asegurar el debido proceso y la buena marcha del mismo.

En los cuatro casos analizados, la organización previa fue una constante y los resultados -en cuanto a ordenamiento de esta temática- fueron óptimos.

 
Las incorporaciones que aquí se proponen complementan la regulación de la publicidad de los actos judiciales en el fuero penal que hiciera en la ley 12.059.  

 
Por todo lo expuesto solicito a mis pares la aprobación del presente Proyecto de Ley.

